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OBJETO:INTERPONE RECURSO INCONSTITUCIONALIDAD
Exma. Cámara de Apelaciones:
                        Eduardo Julio PAOLETTI, abogado, por la participación que me corresponde –por la parte demandada- en los autos caratulados: “SUPERMERCADO RECONQUISTA SRL c/ MUNICIPALIDAD DE RECONQUISTA y/o Q.R.J.R. s/ AMPARO”-(Expte. N° 406/2015), a V.E. respetuosamente digo:

                         I.- INTERPONE RECURSO DE INCONSTITUCIONALIDAD: 
                           En tiempo y forma vengo por la presente a interponer RECURSO DE INCONSTITUCIONALIDAD contra la sentencia de fecha 20 de mayo 2016 (fs. 99/109vta), a fin de que, una vez concedido, sea resuelto por la Exma. Corte Suprema de Justicia de la Provincia de Santa Fe (Ley Provincial Nº 7055 y modificatorias).
                           Entiende mi parte que la sentencia recurrida encuadra en  el supuesto de inconstitucionalidad contemplado en el art. 1 inc. 3°) de la Ley 7055 citada.

                           A los efectos de la admisibilidad y procedencia de la vía extraordinaria planteada nos referiremos seguidamente a los mismos siguiendo los lineamientos requeridos en la normativa y  jurisprudencia aplicable.

                           A los efectos de la admisibilidad y procedencia de la vía extraordinaria planteada nos referiremos seguidamente a los mismos siguiendo los lineamientos requeridos en la normativa y  jurisprudencia aplicable.


Previo pasar a detallar los citados recaudos entendemos  menester recordar  que el  análisis que deberá realizar esta Excma. Cámara para resolver su admisibilidad no es  el referido   al   fondo   de  la  cuestión  planteada,  que  corresponde  a   la   Corte   Suprema (procedencia),  sino  que  debe  limitarse esta instancia a verificar,  a  más  de  los  aspectos formales, si en abstracto concurre algunas de las hipótesis previstas en el art. uno (1) de la ley 7055.


Al respecto nos permitimos traer a colación las pautas de interpretación fijadas por la Corte Provincial: "...en un   primer   paso   la   decisión   sobre   la   procedencia   formal   del   recurso    de inconstitucionalidad  concierne  a  los  requisitos  de  formalidad  "strictu  sensu"  o  rituales  entre  los  que  se  incluyen,   principalmente,   órgano  ante  el  cual  ha  de recurrirse,   términos   para  hacerlo,  naturaleza   recurrible   del   pronunciamiento, legitimación procesal para recurrir, formalidades del escrito del recurso, preparación y  mantenimiento de la cuestión constitucional que funda el recurso. En  un  segundo paso,  siempre  formal pero que implica una aproximación a lo  sustancial,  el  juicio sobre   admisibilidad   en  materia  de  fallos  presuntamente   arbitrarios,   exige   se determine si el recurrente ha articulado, conforme a su propio planteo, una  hipótesis que  en  abstracto  puede  encasillarse como  un  tipo  doctrinario  jurisprudencial  de arbitrariedad..." (MARTINEZ, H.-“EL RECURSO DE INCONSTITUCIONALIDAD EN LA PROVINCIA DE SANTA FE”-pág.233/234 citando las pautas fijadas por la Corte Provincial en autos “Nasurdi c/Nasurdi”- J-55-J-68 N° 8911).

El   mencionado   autor  acota  que   "...  es  erróneo  el  criterio   de   los Tribunales    de    Alzada   que   entienden   que   deben   denegar    el    recurso    de inconstitucionalidad   por  arbitrariedad,  porque  no  le  compete  valuar  su   propia sentencia,  con  la  consecuencia   que  el mismo  debe  ser  concedido  por  la  Corte Suprema por vía de queja..." (MARTINEZ, ob.cit. pág. 234).

                    A.- ADMISIBILIDAD  DEL RECURSO:
                           Sentencia Definitiva: Interes jurídico actual:  
                           El recurso es admisible (art. 3 inc.1) Ley 7055) toda vez que la sentencia recurrida fue dictada por esa Exma. Cámara de Apelaciones, y reviste el carácter de definitiva (art.12 Ley provincial 10.456), toda vez que pone fin al juicio no admitiendo otro ulterior sobre el mismo objeto,  y V.E. es el Tribunal Superior de la causa (art. 1 Ley 7055).

                           La resolución recurrida es idónea para producir efectos de cosa juzgada material, respecto de la cuestión que ha sido objeto de decisión, causando a mi parte un agravio constitucional, quien se encuentra así legitimado para deducirlo, ya que se le desconocen, niegan y privan de derechos constitucionales previstos en los textos fundamentales de orden nacional y provincial, lo que genera un interés jurídico personal y actual al recurso, con el fin de obtener la anulación y/o revocación por el máximo órgano judicial de nuestro ordenamiento.

                           Temporaneidad:

                           Asimismo, la presente vía recursiva es deducida en término hábil toda vez que la sentencia cuestionada fue notificada a mi parte en fecha 20 de mayo 2016, venciendo el plazo para interponerla el día 07 de junio 2016 (arts. 2 y 13  Ley 7055).
                            Se adjunta copia de “Cédula de Notificación” que acredita tal extremo, toda vez que el original se encuentra glosado en los autos: “CASTETS Y TANINO SRL c/MUNICIPALIDAD DE RECONQUISTA s/ACCION DE AMPARO”-(Expte. N° 389/15), y el restante ejemplar obrante en nuestro poder fue acompañada con los autos “FOSCHIATTI, Marcelo René c/MUNICIPALIDAD DE AVELLANEDA s/AMPARO”-(Expte. N° 418/15).

Cuestionamiento de la inteligencia de un precepto constitucional resuelto en contra del derecho fundado en él (art. 1° inc. 2, Ley 7055)


Si bien el juez a quo claramente encuadró la cuestión como dentro de las potestades propias del Estado para regular el comercio intraprovincial, dentro del poder de policía de bienestar; la decisión adoptada por V.E. al interpretar que la ley provincial 13.441 importa inmiscuirse en materia delegada a la Nación (art. 75 inc. 12, C.N.), impone en definitiva una solución contraria al art. 20 de la Constitución de Santa Fe que claramente establece que: “La Provincia, en la esfera de sus poderes, protege el trabajo en todas sus formas y aplicaciones y, en particular, asegura el goce de los derechos que la Constitución y las leyes nacionales reconocen al trabajador. Reglamenta las condiciones en que el trabajo se realiza, incluso la jornada legal de trabajo, y otorga una especial protección a la mujer y al menor que trabajan.”

Simultáneamente, importa también desconocer el art. 16 de la Carta Magna provincial que establece: “El individuo tiene deberes hacia la comunidad. En el ejercicio de sus derechos y en el disfrute de sus libertades puede quedar sometido a las limitaciones, establecidas por la ley exclusivamente, necesarias para asegurar el respeto de los derechos y libertades ajenas y satisfacer las justas exigencias de la moral y el orden público y del bienestar general.”

La ley 13.441 tuvo por finalidad regular la actividad comercial y/o de servicios, fijando los horarios de apertura y cierre, debiendo permanecer cerrados los días domingos y feriados en general; con la clara intención de favorecer el descanso dominical para los trabajadores y sus familias.


La decisión de V.E. desconoce entonces la potestad constitucional de la Legislatura santafesina de limitar los derechos en beneficio del bienestar general, y de regular la actividad comercial en aspectos que –como veremos- no afectan las potestades del Congreso de la Nación, sino que lo complementan.

                           Arbitrariedad: (art.1 inc. 3º Ley 7055):

                           Por último, también entendemos que nos encontramos ante un supuesto de sentencia arbitraria (art. 1 inc. 3º) Ley 7055), ello en virtud de varias consideraciones que nos llevan a dicha conclusión.

                           En tal perspectiva, entendemos descalifica la resolución impugnada la circunstancia de que la cuestión en debate no es susceptible de abordarse por la vía de amparo, pues partiendo de la base que la misma es de sustancia contencioso administrativa, se debe ser especialmente estricto en la habilitación de dicha vía extraordinaria, y si consideramos que la temática de por sí es –al menos- opinable, en modo alguno se presenta el acto con arbitrariedad o ilegalidad manifiesta  (art.43 CN) que lo viabilice. 

                            En igual orientación, el amparista incumple con una exigencia inexcusable, cual es demostrar la inexistencia de otra vía judicial más idónea.
                           También omite el amparista acreditar la lesión a su derecho, pues su invocación de perjuicio es meramente dogmática, pero desprovista de la prueba más somera o elemental, y ni siquiera ofrece acreditarla.
                 Cuestión constitucional decisiva (art. 1 “in fine” Ley 7055):
                           Las cuestiones constitucionales postuladas son decisivas para la suerte del proceso, toda vez que, de haberse ponderado y resuelto correctamente las mismas, el pronunciamiento seria absolutamente distinto (art. 1 “in fine” Ley 7055), toda vez que  la pretensión de la actora es desajustada a derecho y debe desecharse. 

                           Planteo oportuno (art. 1 “in fine” Ley 7055):

                           Asimismo, dichas cuestiones han sido propuestas tempestivamente y mantenidas en todas las instancias (art. 1 Ley 7055). Ello así, toda vez que mi parte introdujo los planteos constitucionales al responder la demanda (fs. 23/32vta); reiterándolo en la audiencia de vista de causa (fs.68/68vta);  al interponer recurso de reposición en la Alzada contra la acumulación de autos (fs. 84/86) y al ser notificado del rechazo de dicha reposición (fs. 96/96vta.). 

                           De igual modo, de la simple lectura de dichos planteos se advierte que el mismo no conforma una mera “reserva formal”  de recurrir a esta vía extraordinaria, sino un concreto planteo advirtiendo: 1): la naturaleza contenciosa administrativa de la cuestión en debate, toda vez que se trata de determinar si la Ley 13.441, importa el legítimo ejercicio del poder de policía en materia de trabajo y en protección de la familia que conforma el trabajador lo que es facultad de la Provincia o en su caso, concurrente con la Nación, o excede ese marco y legisla sobre materia de fondo laboral, reservada a la última; 2): la circunstancia de que no se presenta el acto manifiestamente arbitrario o lesivo; 3): que el amparista no acredita, ni ofrece acreditar la lesión que dogmáticamente invoca; 4):  Que la acumulación con otros procesos de amparo es arbitraria ante la ausencia de agravios del amparista.-
                           Gravedad Institucional: 
                           Por último, si bien ha quedado perfectamente establecida la admisibilidad de esta vía recursiva extraordinaria, a todo evento no puede soslayarse la gravedad institucional que proyecta el “sub-judice”, y que –en último análisis- permite su habilitación.
                           En efecto, en este proceso se detrae, de manera injustificada, del conocimiento de los jueces competentes en materia contencioso administrativa el tratamiento y resolución de una cuestión de poder de policía local, que tiene sustancia eminentemente contencioso administrativa. Este aspecto siempre ha sido celosamente resguardado por la Exma. Corte Suprema de Justicia de Santa Fe, asumiendo el conocimiento de dichas causas tanto a pedido de parte como –incluso- de oficio.

                           Esta postura de nuestro más Alto Tribunal de Justicia de la Provincia tiene también vigencia en la actualidad en que se han creado las Cámaras de Apelaciones en lo Contencioso Administrativa, correspondiendo a esta el conocimiento del “sub-judice” (Leyes Provinciales Nº 11.329 y 11.330).

                           En el “sub-judice” negar sin razón justificada la posibilidad de ejercer el poder de policía local por parte de la Provincia, y en lo que nos atañe en el presente, en jurisdicción de la ciudad de Avellaneda (SF), crearía un precedente de proyección en toda la Provincia, afectando negativamente las facultades propias de aquella.

                           Ello así, toda vez toda vez que la posibilidad del efectivo ejercicio de ese poder de policía local requiere de la adhesión del respectivo Municipio o Comuna de la Provincia de Santa Fe (art. 9 Ley 13.441), de allí que dictada dicha normativa por tales entes territoriales menores, les será directamente aplicable lo que aquí se resuelva; en tal perspectiva deviene nítido que lo que aquí se sentencie en definitiva excede el mero interés de las partes de este proceso, afectando a la comunidad provincial toda. 

                           En tal línea de pensamiento, la incidencia que tendrá la correcta resolución de esta causa para los intereses y objetivos de la Provincia,  y sus Municipios y Comunas, justifica recurrir –a todo evento- al instituto de la gravedad institucional a fin de que la Exma. Corte Suprema tome conocimiento de estos autos y resuelva conforme a derecho.

Por otra parte, el caso presenta gravedad institucional también, pues al decidir V.E. la acumulación de dos procesos distintos, correspondientes a distintas jurisdicciones locales y partes procesales – Municipalidad de Avellaneda y Reconquista- con la excusa que la materia es la misma, omitió considerar el agravio relativo a la falta de fundamentación del recurso de apelación, lo que llevaba inexorablemente que el mismo fuera declarado desierto y por ende, firme la sentencia que rechazò el amparo.


Al forzar esta acumulación, pretende extender artificiosamente los agravios de un caso al otro, omitiendo considerar que procesalmente no había jurisdicción abierta para adentrarse en el conocimiento del presente caso, y sólo podía V.E. declarar desierto el recurso, por omisión de los requisitos sustanciales para ser tenido por tal.


Es que la instancia revisora que cumple V.E. como tribunal de Alzada requiere necesariamente que la actividad recursiva exponga los agravios que le ocasiona el pronunciamiento traído en apelación.


Sin ellos, la actividad de V.E. importa asumir un rol que le correspondía a la parte negligente, lo que traduce en definitiva en una pérdida de la imparcialidad que deben asumir los jueces.


En definitiva, hay gravedad institucional porque los juzgadores abandonaron el rol que les cabe en el pleito, y con su actuación han revivido un proceso que estaba fenecido, permitiendo la declaración de inconstitucionalidad de una Ordenanza que de otro modo habría sido confirmada en su validez por ausencia de agravio de la parte. 
                     B.- PROCEDENCIA DEL RECURSO:

                           Antecedentes del caso:

                           A los fines de satisfacer la exigencia de la autosuficiencia del presente escrito recursivo, referiremos seguidamente a los antecedentes del caso.

                           Demanda: Argumentos de la Actora:

                      1. El actor –Supermercado Reconquista SRL- sito en la ciudad de Reconquista-Provincia Santa Fe,  presenta demanda de amparo contra la MUNICIPALIDAD DE RECONQUISTA (fs. 9/16) ante el Juzgado de Primera Instancia de DISTRITO Nº 4 –CIVIL Y COMERCIAL- de la ciudad de RECONQUISTA (SF), pretendiendo se declare la inconstitucionalidad de la Ley provincial N° 13.441 y de la Ordenanza N° 7638/15 (fs. 9/17).-
                   2.- Argumenta el actor en sustento de su pretensión que  si bien la Ordenanza 7638/15 solo adhiere a la ley 13.441, sin su sanción no se suscitaría el conflicto, por ello entiende la única legitimada pasiva es la Municipalidad de Reconquista (fs. 10).-

                 3.- Manifiesta que hasta el día 16 de mayo 2015, abrió los días domingo (fs.9vta), pero como otro Supermercado obtuvo una medida cautelar, se le presenta una situación de competencia desigual por lo que debe actuar en consecuencia (fs.9vta).

                 4.- Argumenta que ni la Provincia ni la Nación tienen competencia para legislar en la materia (fs. 9vta y 10vta).

                 5.- Reconoce que la finalidad buscada por ley 13.441, al disponer el cierre de los comercios los días domingo, sea que el trabajador pueda estar con su familia los días domingos para poder mejorar sus relaciones y compartir actividades en distintos órdenes (fs. 10).

                 6.- Manifiesta que la normativa en cuestión invade competencia en materia de comercio, que es facultad exclusiva del Congreso de la Nación regular, pues su espíritu es que sea uniforme para que una Provincia no tenga más beneficio que otra; y que la adopción de un sistema como el instrumentado por la ley 13.441 provoca un desmedro a los habitantes de los Municipios que se adhieran respecto a aquellos lugares en que se vender y comprar sábados y domingos (fs. 10vta/11).-

               7.- Sostiene que ni la Municipalidad ni la Provincia tampoco tienen competencia para legislar sobre materia laboral, que también compete a la Nación, salvo en relación a policía laboral (fs. 11vta/12).
                      Que el descanso semanal ya se encuentra regulado por la Ley 10.204 y arts. 204 a 207 Ley de Contrato de Trabajo (LCT). Indica que el Decreto Nacional 2284/91 ratificado por Ley 24.307 y al que se adhirió la Provincia de Santa Fe mediante ley 10.787 desregula el horario comercial (fs.12).

                8.- Califica de arbitraria e irrazonable la normativa cuestionada pues sostiene solo termina siendo persecutoria y no atiende a otros trabajadores, por ejemplo, a los de Municipios que no adhieren a la ley 13.441 (fs.12vta/13), y termina rigiendo solo a Supermercados de más de 120 m2 de superficie (fs.13vta).

                9.- Refiere en consideraciones genéricas a que las normas deben ser razonables para ser validas (fs.13/13vta), y que se presentan en la especie los extremos de admisibilidad del amparo (fs. 13vta/14).

                    Responde de Demanda: Posición de la MUNICIPALIDAD DE RECONQUISTA:

                      1.- Al responder la demanda (fs. 23/32vta) la MUNICIPALIDAD DE RECONQUISTA planteó su “Falta de legitimación pasiva” para intervenir en este proceso, toda vez que el acto sustantivo que establece una limitación a la apertura de los comercios los días domingo es la Ley provincial N° 13.441, pues la Ordenanza N° 7638/15 no establece regulación alguna. Solo adhiere a aquel sistema.

                           En tal línea se sostiene que la Ordenanza no tiene vida autónoma, sino que es accesoria a la citada Ley, de allí que solo procede plantear la inconstitucionalidad de ésta (fs. 23/24). 

                           En la misma sintonía, se destaca que es la Provincia la autoridad de aplicación de la Ley citada (fs. 23vta).-

                    2.- El remedio procesal es extemporáneo, pues fue articulado por el amparista excedido el tiempo hábil a tales fines (fs. 24/24vta).

                    3.- Se planteo la inexistencia de acto con arbitrariedad o  ilegalidad manifiesta que habilite la excepcional vía del amparo, pues la cuestión a resolver refiere al ejercicio del poder de policía local, avalado por las prescripciones del art. 20 CPSF –que faculta a la Provincia a reglamentar sobre cuestiones de trabajo- y 23 CPSF que la faculta a contribuir a la formación y defensa integral de la familia (fs. 25/28vta).

                          Dichos aspectos son, justamente, los que sustentan la normativa impugnada, y que enmarcan la cuestión en el derecho público y la direccionan a la competencia contencioso administrativa (fs.24vta/25vta).

                          En tal perspectiva la cuestión, al menos, debe considerarse opinable y sujeta a un mayor debate, y no manifiestamente ilegítima (28vta/29)              

                    4.- Se puso de relieve que el amparista incumplió también con la exigencia de admisibilidad de acreditar la lesión actual a su derecho, pues solo refiere en forma dogmática, pero sin aportar ni ofrecer prueba alguna que lo demuestre, al perjuicio que  dice la normativa le acarrea (fs. 27 y 30). 
                   5.- También se destaco que el amparista no cumplimentó con la carga de admisibilidad de acreditar la inexistencia de otra vía judicial más idónea (fs. 29/30).
                   6.- Se sostiene que el enfoque del amparista argumentando la inconstitucionalidad de la Ley 13.441 y de la Ordenanza de adhesión, es equivocado, pues no es cierto que se legisle sobre materia de fondo laboral regulando la jornada de trabajo, ni sobre comercio. 
                       El plexo normativo citado es el legítimo ejercicio del poder reglamentario local en defensa de la dignidad del trabajador y en protección de la familia. En tal orientación, lejos de contrariar la legislación de fondo, regula en consonancia con la misma y al amparo de los arts. 20 y 23 CPSF (fs. 25/30).                                                                        
                   7.- Se plantea la intervención como tercero de la Provincia de Santa Fe, por ser el mentor del sistema de descanso dominical (fs. 30vta).

                     Responde de Demanda: Posición de la PROVINCIA DE SANTA FE: 
                     1.- Al comparecer la Provincia de Santa Fe como tercero (fs.43/48), responde la demanda (fs.53/60), la PROVINCIA DE SANTA FE sostiene que el amparista no acredita la “lesión actual” que exige para su viabilidad el amparo (fs. 43/44).-
                    2.- En cuanto a la constitucionalidad de la Ley 13.441, defiende su validez argumentando que fue dictada en el marco de prerrogativas provinciales, al menos, concurrentes con la Nación.

                           Ello así, toda vez que lo delegado por las Provincias a la Nación es la regulación del comercio internacional y el interprovincial (art. 75 inc. 13 CN) pero no el interno dentro de aquella, el que se mantiene en su zona de reserva (art. 121 CN).
                   3.- En tal línea sostiene que la normativa atacada deriva del legítimo ejercicio del poder de policía local, y que si bien pueden existir zonas muy delgadas para determinar las competencias, al menos se presenta un supuesto complejo que excede el marco excepcional del amparo (fs. 55vta/56).
                   4.- Argumenta que la Ley 13.441 no puede ser calificada de discriminatoria toda vez que impone determinadas normas para la actividad comercial que importan garantizar la verdadera igualdad de oportunidades, pues los distingos efectuados se encuentran justificados en razones susceptibles de ser calificadas de relevantes (fs. 56vta/57).

                     5.- Sostiene que tampoco puede tildarse a la normativa en cuestión de irrazonable, pues es innegable la función esencial del Estado de regular las conductas comerciales destinada a mejorar la relación entre los proveedores de bienes y servicios de consumo o uso masivo y la fuerza laboral de los dependientes, como del propio entorno familiar de éstos vinculado estrechamente con su descanso y presencia en el hogar (fs.57/57vta).-   
                     6.- Pone de relieve la ausencia de los requisitos de admisibilidad del amparo por falta de acreditación de inexistencia de otra vía más idónea (fs. 57vta/58); que el amparo solo procede ante situaciones excepcionales de manifiesta arbitrariedad e ilegitimidad (fs. 58vta/59).

                    7.- Sostiene la caducidad de la acción impetrada por el amparista por encontrarse excedidos los quince (15) días hábiles que contempla la normativa regulatoria específica (fs. 59vta).-

                           Fallo de Primera Instancia:
                      1.- El “a quo” se considero competente para entender en estos autos, no obstante reconocer que la cuestión de fondo a resolver es de naturaleza administrativa (fs. 69vta/70).
                      2.- En cuanto a la cuestión de fondo, el “a quo” manifiesta que no advierte que se lesione derecho constitucional alguno, y que la normativa atacada es “tan solo una medida de policía general” (sic- fs. 70vta).
                      3.- También sostiene el Inferior que la normativa en análisis no modifica la legislación laboral ni en cuanto a la jornada de trabajo ni a su distribución (fs. 70vta) y tampoco invade facultades de la Nación en materia de comercio, pues el poder de policía local admite la reglamentación en todos los aspectos, y, en su caso, son concurrentes con la Nación, y la normativa en estudio tiene “una clara naturaleza de policía de bienestar, que puede ejercerse en forma concurrente con la Nación, y de ninguna manera puede considerarse que repugne algún principio de mayor jerarquía” (fs. 71).
                     4.- Con sustento en la línea argumental reseñada, el Inferior rechaza el amparo que nos ocupa (fs. 72/72vta).- 
                            Apelación del Amparista:

                            El amparista recurre el fallo de la Baja Instancia pero omite fundar sus agravios, incumpliendo el art. 10 Ley 10.456.-

                           Fallo de Exma. Cámara recurrido: 

                     1.- Ante el fallo de Primera Instancia el amparista SUPERMERCADO RECONQUISTA SRL interpone recurso de apelación, pero omite fundamentarlo incumpliendo la carga que le impone el art.10 Ley 10.456 (fs. 74).-
                            Esta circunstancia es oportunamente advertida por nuestra parte a los efectos de la inadmisibilidad de la vía recursiva (fs. 77).
                      2.-  La Exma. Cámara acumula este proceso a los fines de dictar una sentencia única, a los sustanciados mediante Expte. N° 389/15 y 418/15 (fs. 81).
                             Esta acumulación es resistida por nuestra parte, habida cuenta que dada las especiales circunstancias que presentaban los procesos que se pretendían acumular, –en el que en dos (2) de ellos los amparistas omitieron fundamentar sus agravios (art.10 Ley 10.456 citado), carecía de sentido dicha acumulación, pues no hay agravios a ponderar y, por ende, solo corresponde desestimar el recurso (fs. 84/86). 
             3.- La Exma. Cámara de Apelaciones desestima nuestra reposición y acumula los procesos citados a los fines de una única sentencia (fs. 92/93).
             4.- En su sentencia definitiva la Exma. Cámara revoca el fallo de Primera Instancia, admitiendo la acción de amparo de SUPERMERCADO RECONQUISTA SRL,  quien –en sentencia única - se vió beneficiado de tal modo con los agravios expresados por otro amparista en otro proceso.
            5.- Sostiene su fallo primeramente, defendiendo su competencia en la causa, argumentando que el amparo es un medio directo y expedito del control constitucional, cualquiera sea la materia o el sujeto autor de la lesión, mientras que la jurisdicción contencioso administrativa importa la revisión de legitimidad de un acto administrativo (fs.101vta).
           6.- Sustenta su decisión de “acumulación de autos” en la necesidad de evitar el strepitus fori o dictado de sentencias contradictorias, que entiende es el fundamento del art. 4 Ley 10.456.

                 Tal línea de pensamiento y la naturaleza publicísitica del proceso lo persuade de aplicar la doctrina de la extensión subjetiva del recurso, haciendo extensiva la apertura del mismo a FOSCHIATTI, aún sin haber expresado agravios (fs. 101vta/102).
           7.- Posteriormente considera no atendibles los reproches de extemporaneidad a la articulación del amparo, pues sostiene que en virtud del texto del art. 43 CN, -posterior a la Ley provincial 10.456- no cabe limitar con mayores exigencias que las allí contempladas la admisibilidad de tal disposición garantista, aspecto que entiende queda librado a la responsabilidad de los jueces analizar (fs.103/103vta). 

           8.- Entrando ya en la cuestión de fondo toma posición en el sentido de que, el plexo normativo impugnado –Ley 13.441 y Ordenanza de adhesión- invaden una competencia exclusiva del Congreso de la Nación quien es el único con atribuciones para legislar en materia de trabajo como de comercio, y que el cierre obligatorio de los comercios los días domingos exceden el poder de policía local (fs. 103vta/105vta).
           9.- Cita en apoyo de su postura el fallo de la Corte Suprema de Justicia de la Nación en autos: “Fábrica Argentina de Calderas S.R.L. c/ Provincia Santa Fe” (Fallos: 308:2569), en el cual se declaró inconstitucional una Ley provincial que redujo la jornada laboral a cuarenta y cuatro horas (fs.104).

                A continuación cita otro fallo, ahora de la Corte Suprema de la Provincia de Chaco, que declaró, en una “acción de inconstitucionalidad” la invalidez de una Ordenanza similar a la que es motivo de autos, por entender que legisla sobre derecho de fondo (fs. 104vta).
          10.- También trae a colación el fallo de la Corte Nacional en autos “Coto Centro Integral de Comercialización SA c/Provincia Santa Fe s/ Amparo” (CSJN 94/2015- RCOnline J.2018/16), en el cual se sostuvo que: “la Provincia Santa Fe mediante la ley local 10.787 adhirió a los principios de desregulación fijados por las normas del decreto 2284/91 del Poder Ejecutivo Nacional, cuyo artículo 18 suprimió toda restricción de horarios y días de trabajo….sin perjuicio de los derechos individuales del trabajador….”“la materia del pleito exige, de manera ineludible, interpretar, aplicar, establecer el alcance de dicha norma de adhesión que integra el derecho público provincial, y examinar la compatibilidad o no de la disposiciones de la ley 13.441 aquí impugnada con aquella…” (fs. 106vta).
          11.- Concluye que la normativa en examen es inconstitucional por violar el orden jerárquico normativo (art.31 CN), pues al legislar sobre la apertura y cierre de comercios se legisla sobre el descanso hebdomadario previsto en la Ley de Contrato de Trabajo (LCT), que conforma derecho común reservado al Congreso Nacional (fs.107).

          12.- Sobre la base de lo explicitado admite el amparo e impone las costas en forma diferente conforme los procesos acumulados. Así, en esta causa la impone en el orden causado, en atención a que el amparista omitió fundar su apelación (fs.107/107vta).

          13.- Seguidamente constan los fundamentos sostenidos solamente por el vocal de Cámara Dr. Casella, quien primeramente manifiesta su conformidad con el voto de la mayoría en cuanto a: la competencia del Tribunal para entender en el amparo; la apertura de la vía recursiva aún para los apelantes que omitieron fundar agravios, en virtud de la acumulación de causas; el rechazo de extemporaneidad del amparo; la distribución de costas; y la regulación de honorarios (fs. 108). 
          14.- En el desarrollo de sus propios argumentos el Dr. Casella sostiene que el plexo normativo impugnado –Ley 13.441 y Ordenanza de adhesión- son inconstitucionales por irrazonables, pues entiende establece un discriminación injustificada respecto del amparista (fs.108vta/109vta).
                 Fundamenta su opinión aduciendo que “al legislador le preocupa que no se realicen compras los días domingos y feriados en los “grandes supermercados y negocios similares” y que las restricciones a  “los grandes comercios” tienen como una de sus finalidades promover la subsistencia de los comercios más pequeños. Sin embargo, y en primer lugar, no ha tenido en cuenta que ninguno de los establecimientos de los actores responden a esa calificación, ya que se trata de Pymes locales, por lo que se presenta una razonable igualdad con otros cuya apertura se autoriza, lo que determina que la norma opera un trato desigual injustificado” (sic- fs.109).
                 Ratifica su pensamiento indicando las exclusiones al cierre dominical que contempla la normativa en cuestión, las que considera tan amplias que en la realidad “el cierre los días domingos y feriados se reduciría en la práctica a poquísimos comercios, entre ellos los de los actores, que no guardan una diferencia sustancial con los autorizados….”(sic-fs. 109).
          15.- Comparte el criterio del “a quo” en cuanto a que la normativa en análisis no regula sobre materia de trabajo, pero entiende que conforme la realidad de la región “afectaría casi exclusivamente a las pymes que promueven estos amparos” por lo que la califica de irrazonable e inconstitucional (fs. 109vta).
        Agravio constitucional por Arbitrariedad (art.1 inc.3º Ley 7055:
                                Suscita agravio constitucional a mi parte la circunstancia de que el fallo de V.E. deviene descalificable como acto jurisdiccional válido al no reunir las condiciones mínimas necesarias para satisfacer el derecho a la jurisdicción, incurriendo en diversos vicios que lesionan el derecho constitucional de mi mandante al debido proceso –comprensivo de su adecuado derecho de defensa- (arts. 6, 7  y 9 CPSF y art. 18 CN).

                               Así, la Exma. Cámara omitió  analizar y pronunciarse en aspectos decisivos en relación a la admisibilidad del amparo, que fueron oportunamente planteadas por mi parte. 
                              Si bien es cierto que los magistrados no están obligados para decidir una causa, a meritar todas circunstancias fácticas y jurídicas señaladas por las partes, tampoco pueden prescindir de las mismas cuando los planteos propuestos son conducentes y relevantes para la solución del litigio (CSJSF- “Perret”-AyS- 107-460/463;“Coletta”-Juris-56-156;  CARRIO, G.- “EL RECURSO EXTRAORDINARIO POR SENTENCIA ARBITRARIA” pág. 68 y ss.), porque la omisión de considerar tales cuestiones, expresa y oportunamente planteadas, afectan el derecho de defensa en juicio, de honda raigambre constitucional (CSJN-Fallos: 228:79; 229:860; 233:147; 228:161 entre muchos).                       
                                También se presenta en el fallo impugnado, consideraciones y conclusiones totalmente desajustadas a derecho, que lejos de pretender se corrijan en la Exma. Corte Suprema como tercer instancia, pretenden se proteja el derecho a la jurisdicción de nuestro representado. 

                                Entendemos que la arbitrariedad del fallo se manifiesta por diversas circunstancias puntuales que pasamos a detallar:   
          a.1): Omisión de pronunciarse en cuanto a la Inexistencia de demostración de lesión actual:

                   Agravia a mi parte que la Exma. Cámara no abordó un aspecto decisivo para la admisibilidad del amparo, que es la acreditación de la “lesión actual” que alega le ocasiona la actividad que impugna.
                 Adviértase que el argumento central del planteo del amparista es que el cierre de sus comercios los días domingos y feriados “genera perjuicios irreparables y afecta en estos momentos aún más a nuestro derecho de propiedad”(sic) (fs.9vta) y “ocasiona innumerables perjuicios económicos” (sic)(fs. 10)
                 Ahora bien, en este aspecto y en el marco de esta excepcional vía de amparo el actor debió acreditar el alegado perjuicio económico por tener que cerrar los días domingos o, planteado de otra manera la diferente superior facturación en dichos días, pero nada acredita en tal sentido.

                 Por lo demás, es un aspecto de muy fácil acreditación, pues bien pudo el amparista presentar el nivel de facturación diario de los últimos seis (6) meses anteriores a la vigencia de la normativa que ataca, y así acreditar la lesión que invoca. Incluso, hasta pudo ofrecer la efectiva realización de una pericial contable que se diligenciara con la celeridad que amerita el amparo. Pero no solo incumple con dicha carga procesal, sino que ni siquiera ofrece producirla.
                 Reiteramos, en esta excepcional vía elegida, no resulta suficiente argumentar el perjuicio o su amenaza, sin acreditarlo seriamente (fs.9/10). Ello es descalificar el Amparo.- 

                  Desde tal perspectiva, no se advierte como puede prosperar la vía intentada si el amparista no demostró –ni ofrece seriamente hacerlo- el perjuicio que dice sufrir, el que pasa a ser meramente conjetural o hipotético.

                  De igual modo, en cuanto a lo argumentado por el amparista en referencia al eventual perjuicio en el salario de los trabajadores, resulta obvio que no es un resultado buscado ni querido por la normativa, todo lo contrario, pero fundamentalmente quien tendría legitimación para formular dicho cuestionamiento es el trabajador afectado y en su caso la Asociación Sindical que los represente, pero no el empleador.
           a.2): Omisión de pronunciarse en cuanto a la inexistencia de acto con arbitrariedad o ilegalidad  manifiesta:
                 Si bien la eventual arbitrariedad o ilegalidad de la normativa motivo de estas actuaciones refiere a la cuestión de fondo a resolver, al ser, a su vez, requisito de admisibilidad del amparo, debió ser motivo de análisis preliminar a fin de determinar si dicha arbitrariedad o ilegalidad invocada presenta la característica de manifiesta. 
                 En tal sentido, no puede dejar de advertirse que la Exma. Cámara omitió toda consideración en relación a nuestro planteo al respecto.   

                 Y tal omisión descalifica el fallo, pues es de toda evidencia, y las constancias de autos así lo dejan manifiesto, que no se presenta en autos la exigencia del “acto u omisión con  arbitrariedad o ilegítimidad manifiesta” que pueda habilitar la vía del amparo (art.43 CN; art.17 CPSF y art.1 Ley 10.456).
                 La simple discordancia entre los argumentos y conclusión del Juez de Primera Instancia con los de la Exma. Cámara, ya ponen de relieve que el dilucidar si la normativa impugnada conforma el legítimo ejercicio del poder policía local o invade facultades del Congreso Nacional, es un debate cuyo análisis supera el limitado marco excepcional del amparo.
                 Para resolver correctamente dicho extremo la Corte Provincial proporciona pautas de interpretación: “La calificación de “manifiesta” implica que los vicios “deben aparecer visibles al exámen jurídico más superficial” (PALACIO,L.- “LA PRETENSION DE AMPARO EN LA REFORMA CONSTITUCIONAL DE 1994”-LL-1995-D-1273), es decir en las palabras de FIORINI (“EL RECURSO DE AMPARO”-LL-93-946), cuando “el ataque es tan patente que se manfiesta –podría decirse – en forma física- visible, ostensible y  notoria” (CSJSF-autos “Bacchetta” ya citado-LLLit.1997-pag.132).

                 Coincidentemente se señala: “Esto significa que el vicio que afecta al acto lesivo tiene que resultar manifiesto, ostensible, palmario, patente: si la determinación de tal defecto exige una averiguación compleja; con mayor debate o prueba, la acción de amparo no será la correcta. Ella esta planeada como vía rápida y reducida, precisamente para enfrentar solo hechos, actos u omisiones nítida e incuestionablemente antijurídicos” (SAGUES-SERRA- “DERECHO PROCESAL CONSTITUCIONAL DE LA PROVINCIA DE SANTA FE”-pág. 143 y ss.).

                 En el “sub-examine” no puede en modo alguno sostenerse que el plexo normativo objeto de estudio –Ley provincial 13.441 y Ordenanza de adhesion- revisten la calificación de manifiestamente arbitrario y/o ilegítimo.

                 Lejos de ello, determinar si la regulación de cierre de comercios los días domingos con fundamento en la protección del trabajador y de su núcleo familiar conforma un legítimo ejercicio del poder de policía local o, por el contrario, un exceso legislativo que invade atribuciones reservadas a la Nación, conforma una cuestion compleja que requiere de un mayor debate y prueba, que desborda al límitado proceso excepcional del amparo.
                 En tal sentido, no puede perderse de vista que la normativa constitucional provincial faculta expresamente a la Provincia a reglamentar en materia de jornada de trabajo y en defensa de la familia (arts.20 y 23 CPSF), pilares que sustentan la normativa cuestionada. De allí que la ilegitimidad manifiesta no pueda sostenerse con seriedad.
                 Tampoco luce prudente sostener que la normativa es manifiestamente arbitraria, en contraposición a lo que es razonable, pues “prima facie”, es una regulación razonable de la apertura y cierre de comercios.
                “La pretensión de Amparo, pues, no es viable cuando la situación fáctica que le sirve de sustento aparece opinable o discutible y, por ende, requiere  amplitud de debate y prueba, cuestión que se entronca con el requisito de la inexistencia de “un medio judicial más idóneo”” (CSJSF- autos “Bacchetta” ya citado-ob.cit. y pág.132; “Gricer”-AyS-214-125).

                 En igual orientación, la citada Corte Suprema de Justicia Nacional en aplicación directa a la materia del amparo, tiene dicho: “Se trata de un remedio excepcional, solo utilizable en las delicadas y extremas situaciones en las que, por  carencia de otras vías legales aptas, peligra la salvaguardia de derechos fundamentales, requiriéndose para su apertura circunstancias de muy definida excepción, tipificadas por la presencia de arbitrariedad, irrazonabilidad o ilegalidad manifiestas que configuren la existencia de un daño concreto y grave, solo eventualmente reparable por esta acción urgente y expedita” (CSJN- Fallos: 297:93;  298:329; 299: 185; 300:200; 300:1231; 306:1253; citados por CNFed.Contencioso administrativo en “Rizzi” –Rev.LL-del 28 de Abril 2011 –pág. 7).

                     Y este criterio rector parece confirmarse con los propios fallos citados por la Exma. Cámara en su fallo, pues adviértase que en los autos “Coto Centro Integral de Comercialización SA c/Pcia. Santa Fe s/Amparo” la Corte Suprema Nacional desechó el amparo, por cuestiones de competencia, pues entendió que no correspondía a su competencia originaria (art. 117 CN) y refiere que “la materia del pleíto exige de manera ineludible, interpretar, aplicar y establecer el alcance de la ley 10.787 de Santa Fe, que adhiere a los principios de desregulación fijados por el Decreto 2284/91 e integra el derecho público provincial, examinando la compatibilidad o no de las disposiciones de la ley 13.441 con su articulado….” (RC J 2033/16).
           Deviene claro, que la Corte Nacional está indicando que la cuestión requiere mayor debate y prueba que el limitado ámbito del amparo.

           En igual sentido cabe valorar el fallo de la Corte Suprema de Justicia de Chaco, cuyos antecedentes y detalles se desconocen, pero en lo que interesa, es dictado en el marco de una acción declarativa de constitucionalidad, o sea con amplio debate y prueba y no el excepcional y limitado del amparo.

           Todo nos lleva inexorablemente a concluir que en modo alguno se presenta el acto manifiestamente arbitrario o ilegítimo que habilite la vía extraordinaria del amparo, y la conclusión contraria deviene arbitraria.
           a.2): Omisión de Pronunciarse en relación a la Falta de demostración de inexistencia de otras Vias Idóneas:               

                 También descalifica el fallo de la Exma. Cámara la omisión de analizar el presupuesto de admisibilidad, que conforma una carga para el amparista, cual demostración de la inexistencia de otra vía judicial más idónea.

                 Cabe valorar esta exigencia constitucional como enlazada a la anterior, pues si el accionar de la Administración Pública “no es manifiestamente ilegítimo o arbitrario” sino, por el contrario, el legítimo ejercicio de su competencia, aparece necesario un escenario de mayor debate y prueba, o sea otra vía idónea que justamente no es la sumaria y excepcional del amparo.

                Interpretando este extremo se ha dicho: “No parece posible generalizar en la indagación de un patrón para determinar - “a priori” y en abstracto- cuales son las pautas para calificar como aptas o no a las otras vías legales a las que podría acudir quien pretende tutelar los derechos presumiblemente violados. En este aspecto se ha juzgado (“in re” “Louzán” ) que: “Esta Corte ha descartado igualmente la procedencia del Amparo cuando la cuestión requiere una mayor amplitud en el debate y la prueba, óbice insalvable para el remedio sumarísimo elegido”. Es de toda obviedad que, en la evaluación de la complejidad del tema a estos efectos (cuya consecuencia será el desborde de la esfera prevista para el amparo) debe mantenerse un sabio equilibrio con los fines de tutela asignados al instituto por el texto constitucional” (CSJSF- “Bacchetta” citado, pág. 133).
                 Esta cuestión, también, a su vez, tiene íntima vinculación  con la cuestión de competencia planteada por nuestra parte (fs. 60vta/61vta) y desestimada por la Exma. Cámara.
                 En tal aspecto también provoca agravio a mi parte la errónea apreciación formulada por la Exma. Cámara en cuanto sostiene que “la competencia de este fuero ordinario, en desmedro del fuero contencioso administrativo para resolver esta acción de amparo resulta incontrovertible….la jurisdicción administrativa comporta una revisión de legitimidad de un acto administrativo” (sic- fs. 101vta).
                  Omite ponderar el Tribunal que en este proceso no solo se cuestiona la validez constitucional de la Ley 13.441, sino también de la Ordenanza N° 7638/15 de adhesión a aquella.
                 En tal orientación, no cabe duda que dicha Ordenanza que habilita la aplicación de las previsiones de la Ley 13.441, es dictada por el Concejo Municipal en ejercicio de funciones administrativas y se encuentra alcanzado por el concepto de “actos de la Administración Pública” a que refiere el art. 5 de la Ley provincial 11.330.-

                  Esta normativa establece con claridad: “Se entiende por actos de la Administración Pública los de carácter general o individual dictados en función administrativa por….Concejos Municipales….” (art. 5 Ley 11.330).
                 Al precisar los alcances de que debe entenderse por función administrativa se indica: “En primer lugar, el obrar del órgano en función administrativa es necesariamente teleológico, y debe siempre apuntar a satisfacer intereses públicos. En segundo lugar….será (la que) corresponde a la Administración Pública que la ejercerá mediante un procedimiento predominantemente jerárquico y de conformidad a la asignación de competencia que las normas le brinden” (MARTINEZ, H. “EL RECURSO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO DE LA PROVINCIA DE SANTA FE”-pág. 236/237).   
                 En consecuencia, queda nítidamente planteada no solo la sustancia administrativa de la materia en debate sino, además, la competencia contencioso administrativa para dirimir sus alcances.(art. 59 Ley 10.160; art. 93 inc.2) CPSF y Leyes 11.229 y 11.330).
                 Desde tal perspectiva, dado el carácter excepcional de la vía del amparo y las particularidades especiales que presenta su análisis cuando la cuestión debatida es de naturaleza contencioso administrativa, es que debieron ser ponderadas las exigencias de admisibilidad.
                 Al respecto necesariamente debemos recurrir a las pautas rectoras en materia de interpretación que sentara nuestra Corte Suprema de Justicia Provincial analizando la viabilidad del amparo a la luz del nuevo texto del art. 43 CN y armonizándolo con el especial diseño constitucional y legal de nuestra Provincia (arts.17 y 93 inc.2) CPSF; Ley 10.456 y Leyes 11.229 y 11.330 y art. 59 Ley 10.160).

                  Partiendo de la reseñada excepcionalidad del amparo, también cabe advertir que en supuestos como el “sub-judice”, debe extremarse el análisis de la viabilidad del remedio procesal, en atención a que la materia en estudio es de naturaleza contencioso administrativa, pues la cuestión refiere a la facultad de la Provincia de Santa Fe de legislar en aquellos aspectos –ya referidos “supra”- conducentes al respeto de la dignidad del trabajador y sus derechos y su derecho al descanso compartido con su familia, lo que se encuentra expresamente regulado en nuestra Carta Magna Provincial al establecerse: “La Provincia….reglamenta las condiciones en que el trabajo se realiza, incluso la jornada legal del trabajo….” (art. 20 CPSF), lo que debe armonizarse con el postulado de que: “La Provincia contribuye a la formación y defensa integral de la familia….” (art. 23 CPSF).

                    Es justamente en dicho contexto que se sancionó la normativa provincial N° 13.441, y esos son sus fundamentos y objetivos, lo que pone de manifiesto que se enmarca en el derecho público –legítimo ejercicio del poder de policía local-, que corresponde atender a la precitada competencia especializada contencioso administrativa (art. 93 inc.2 CPCSF, arts. 58 y 59 Ley 11.160 – texto Ley 11.329- y Ley 11.330).
                  Puntualizando para aquellos supuestos en que tratándose un litigio en la que se postule la inconstitucionalidad de una norma, nuestra Corte Suprema de Justicia Provincial tiene dicho “que la satisfacción de la pretensión suponga inexorablemente la declaración de inconstitucionalidad de una ley o la aplicación o no de un acto de carácter general, no desplaza la concurrencia de materia contencioso administrativa” (CSJSF-“Moscato e Hijos” -AyS-209-75), “no es otro el criterio de los innumerables precedentes en los que el Tribunal a atendido a pretensiones y defensas que igualmente suponían el examen de constitucionalidad de una ley administrativa en sentido lato, ello por cuanto el control de constitucionalidad de las leyes no priva a la materia de su carácter de contencioso administrativa” (CSJSF- “Cámara de Agentes Oficiales de Loterías, Prode y Quiniela 2ª. Circunscripción”- AyS -203-491, cfr. también “Andreoli” –AyS-163-71).

                   No cabe duda que la materia de autos en que se cuestiona la instrumentación de un esquema direccionado a la defensa del descanso del trabajador y la consolidación de la familia-, se encuentra directa e inmediatamente relacionadas con el interés público y la materia administrativa, y por ende, de competencia contencioso administrativa (art. 93 inc.2) y Ley 11.330).

                 Una vez más resulta ilustrativo traer a colación lo dicho por nuestro más Alto Tribunal de Justicia: “A la hora de enfrentar la crucial determinación de si una cuestión resulta o no materia de amparo, la previa identificación de si la materia es contencioso administrativa le indica al Juzgador cuál ha de ser la perspectiva y la dirección desde la que proseguirá el análisis de la concurrencia de los demás requisitos del amparo. Y esa perspectiva consiste en que si la materia que se pretende debatir mediante la mencionada vía es contenciosoadministrativa su dilucidación corresponde por naturaleza a la justicia administrativa ....Por lo tanto, en esos casos,  es desde la perspectiva de que se está detrayendo competencia a los tribunales que constitucional y legalmente cuentan con atribuciones para controlar a otro poder del Estado, que los magistrados –y los justiciables- deben analizar si concurren los requisitos del amparo. En consecuencia en el ordenamiento juridico santafesino el amparo no solamente constituye un remedio excepcional por su propia naturaleza, sino también, por el particular diseño institucional que constitucional y legalmente se ha establecido para la revisión de la legitimidad de los actos administrativos. De lo antedicho se deriva que se torna especialmente estricto el criterio con que debe apreciarse en cada caso la concurrencia de los presupuestos para la viabilidad del amparo"   (CSJSF- “Bacchetta”- LLLitoral-1997- pag.131).

                 Desde esta línea de interpretación, es que debió ponderarse porque excepcional razón, en las circunstancias del caso, el tránsito de la vía con competencia especializada contencioso administrativa, podrían acarrearle un perjuicio irreparable. Tal demostración, era inexcusable para pretender tutela en la excepcional vía del Amparo.

                 Esta argumentación luce más aceptable aún en supuestos como el “sub-judice” en que el amparista recurre a la vía excepcional luego de transcurridos más de cinco (5) meses de vigencia del acto que supone lesivo a sus intereses.

              “El promotor del amparo tiene una carga procesal que afrontar: demostrar -siquiera “prima facie”- que carece de otros trámites útiles para atender su problema. Ello constituye, subrayamos, un presupuesto de admisibilidad de la acción de amparo y, al respecto, no bastan las simples alegaciones genéricas sobre la lentitud que pueden presentar otras vías procedimentales. En particular, cabe alertar que un trámite común es generalmente eficaz para tutelar la lesión a un derecho constitucional si el afectado puede articular el él medidas cautelares de “no innovar” o “innovativas” que impidan que, durante su tramitación, se produzca un daño irreparable”(SAGÜES-SERRA-“DERECHO PROCESAL CONSTITUCIONAL” pág. 155/156).

                  Avala este criterio, la circunstancia de que también en el marco del contencioso administrativo se puede obtener tutela por vía de una medida cautelar (art. 14  Ley 11.330).

                  En consecuencia, descalifica el fallo de la Exma. Cámara la circunstancia que equivoca el enfoque en cuanto a la competencia para decidir en la materia en debate, y omite valorar en su justa medida, los requisitos de admisibilidad del amparo.

      a.4): Arbitrariedad Normativa: Interpretación arbitraria: Amparo inadmisible por extemporáneo:

                 Otro aspecto que descalifica el fallo en crisis es que apartándose de la clara normativa legal, reglamentaria de la acción de amparo, la Exma. Cámara habilita la vía amparo aún ante su extemporaneidad.                     

                Agravia a nuestra parte que se considere interpuesto en forma tempestiva una vía excepcional como la que nos ocupa, cuando caducó su viabilidad. 

                Cabe destacar que el art.43 CN en concepción más amplia que la prevista en el art. 17 CPSF, no contempla un plazo para la interposición del amparo, pero ello no implica “per se” la derogación del art. 2 de la ley 10.456 que reglamenta dicha vía excepcional.

                Al respecto, en relación a la norma similar nacional se ha dicho “Analizar si la acción fue iniciada dentro de los plazos exigidos por el art. 2 inc.e) ley 16.986, constituye un presupuesto de admisibilidad para su progreso y funciona como un plazo de caducidad (….) por lo cual si se constata su vencimiento, la acción debe ser rechazada, sin necesidad de ninguna otra explicación” (CNCont.Adm.Federal-Sala I- “Asoc. Mutual Pers.Leg. c/Senado Nac.”-citado por FEDRIANI en “CADUCIDAD DE LA ACCION DE AMPARO EN LA NORMATIVA FEDERAL”-LL-2010-E-825 y ss).
                  Se sostuvo que “No es óbice a lo expuesto la redacción conferida al art.43”(de la Constitución Nacional)”habida cuenta que en definitiva, una adecuada interpretación de la norma en él contenida conduce a concluir que las características del amparo como vía de excepción se siguen manteniendo en el texto constitucional (Cfr.SAGÜES Néstor Pedro, “ACCION DE AMPARO”-….”(citado por FEDRIANI, P. ob. y pág.cit.).    
                  También se ha dicho que “El plazo de caducidad para la deducción de la demanda de amparo, si bien surge de una ley provincial, no importa desvirtuar la norma superior, por cuanto se trata de una forma de reglamentación legal del amparo que ésta consagra, ya que compete a las provincias la regulación de las instancias y procedimientos, conforme el art. 75 inc.12 de esa Carta Magna” (CACCSAF- Sala 1°-“Cablevideo c/EPE”- citado por SAGÜES-SERRA ob. cit. pág.203).
                  Conforme lo explicitado, y toda vez  que la Ordenanza N° 7638/15 que – como señalamos  “supra”(fs. 24)- adhiere a los términos de la Ley provincial N° 13.441, fue sancionada en fecha 23 de abril 2015, y se dictó su “cúmplase” por el Departamento Ejecutivo Municipal en fecha 24 de abril 2015 (fs.24/24vta), la normativa en cuestión inició su vigencia en el ámbito de la jurisdicción del Municipio de Reconquista el día 16 de mayo 2015 (arts. 39 inc. 12) y 41 incs. 5) y 6)   Ley 2756 –t.o. Decreto N° 67/85- y modificatorias), por lo que el término para interponer la vía del amparo feneció el día 19 de mayo 2015 (art. 2 Ley 10.456).

                 En supuestos como el “sub-examine” no cabe duda que el conocimiento fehaciente de la lesión debe computarse desde la vigencia de la ley, que se presume conocida.
                 No obstante ello, el amparista recién articula esta vía extraordinaria en fecha 31 de agosto 2015 (fs.16vta), o sea excedido el tiempo hábil a tales fines, por haber caducado tal acción (art. 2 Ley 10.456). 

                 Adviértase que incluso el amparista reconoce que abrió los días domingos hasta el día 16 de mayo 2015 (fs. 9vta), o sea que acató los términos de la ley 13.441, y ahora, violentando la doctrina de los actos propios, pretende impugnarla. 

                “Cuando se advierte de modo irrefutable que el amparo se ha incoado vencido con exceso el término previsto en el artículo 2° de la ley 10.456, computándose el término de caducidad desde el momento en el que el perjudicado ha tomado conocimiento fehaciente de la lesión, se ha operado “la caducidad de la acción”(Juzg.Civ.yCom.Ros.-autos: “Bivona c/Club Naútico”- citado por SAGÜES-SERRA en “DERECHO PROCESAL CONSTITUCIONAL”-pág. 202).

                 Así las cosas, la vía excepcional intentada deviene inadmisible.
                 b.1): Arbitrariedad Normativa: Interpretación arbitraria: Inexistencia de acto manifiestamente ilegítimo: Ejercicio del legítimo ejercicio del Poder de Policia local:

                  Este agravio, subsumible, además, en el inc. 2° del art. 1°, Ley 7055 se presenta en el caso de un modo prístino, pues la decisión interpreta en forma arbitraria la Constitución santafesina que claramente habilita al legislador al dictado de una norma como la aquí cuestionada.
                 También provoca agravio a mi representada que en el análisis de la cuestión de fondo, se concluya que la normativa en análisis es inconstitucional por entender que regula sobre jornada de trabajo y sobre comercio. 
                  De la simple lectura de la Ley provincial N° 13.441 se advierte que la misma no regula ni limita en modo alguno la jornada de trabajo. La misma se encuentra regulada por la Ley de Contrato de Trabajo (LCT) que remite a la Ley nacional 11.544 y sus límites no se alteran por la Ley 13.441.

                 En este erróneo enfoque de la Exma. Cámara se advierte  que se confunde el descanso semanal o hebdomadario que regula el derecho laboral (arts. 196 y 204  LCT), con el descanso dominical para fortalecer los vínculos familiares del trabajador (Ley 13.441).

                 Por ello también es errónea la referencia al fallo de la Corte Nacional en autos “Fabrica Argentina de Calderas SA c/Provincia Santa Fe”, pues allí sí existía una directa reducción de la jornada legal de trabajo de 48 hs. a 44 hs.-, regulándose sobre materia de fondo reservada a la Nación.

                 Este aspecto lo deja sentado con toda claridad el Alto Tribunal Nacional en ya citado fallo “Coto c/Pcia.Santa Fe s/amparo”  donde sostuvo: “Tratándose de la acción de amparo incoada por la empresa accionante a fin de que se declare que la Provincia de Santa Fe carece de facultades para regular la jornada de trabajo, el descanso semanal de los trabajadores, los días feriados, el régimen de apertura y cierre de los comercios y el horario de atención al público de los supermercados, y se declare la inconstitucionalidad de la ley 13.441 de Santa Fe, no es óbice para declara la incompetencia de la CSJN en su instancia originaria lo resuelto en autos “Fábrica Argentina de Calderas SRL vs Pcia de Santa Fe”, ya que en el caso no se configuran las circunstancias valoradas en dicho pronunciamiento….” (CSJN- RC J-2033/16).
                  La decisión de V.E. al realizar una arbitraria interpretación del precedente de la Corte Nacional en “Fábrica Argentina de Calderas”, pone al descubierto la falta de fundamentación suficiente que presenta el fallo en crisis, el cual sentó un criterio contrario al que aquí se aplica.

                 En efecto, y como se dijo, la Corte entendió que los aspectos delegados a la Nación en materia legislativa, son aquellos vinculados a los elementos esenciales del contrato de trabajo.

                 Estos elementos, mencionados expresamente en Fallos 308:2569 son el tiempo de prestación legal y la remuneración.

                 La ley 13.441 no afecta ni la duración de la jornada de trabajo ni la remuneración que debe percibir el trabajador.

                 Lejos de ello, la normativa es concordante con la legislación dictada por el Congreso de la Nación.

                En este punto, la Ley 18.204, del año 1969, en su artículo 1° prescribe: "En todo el territorio de la Nación queda prohibido, desde las 13 horas del día sábado hasta las 24 horas del día domingo siguiente, el trabajo material por cuenta ajena y el que se efectúe con publicidad por cuenta propia en actividades, explotaciones, establecimientos o sitios de trabajo públicos o privados, aunque no persigan fines de lucro, sin otras excepciones que las autorizadas por los reglamentos que se dictaren en cumplimiento de la presente ley".
                  En este punto, sorprende y agravia a mi parte que V.E. dogmáticamente afirme que la ley “…se puede considerar tácitamente derogada…”, sin brindar ningún fundamento que lo justifique.

                  Al hacerlo, incurre en una clara causal de arbitrariedad, como lo son las afirmaciones dogmáticas que prescinden para el análisis, de la normativa aplicable al caso. 

                  Es que nunca estuvo en discusión que la Nación tiene la potestad de legislar sobre los cuerpos legales de fondo, pero V.E. no explicita en su razonamiento cuál es el alcance del art. 20 de la Constitución local.

                 Tampoco explica V.E. en su fallo, en qué modo el ejercicio del poder de policía local afecta la normativa nacional, cuando justamente en consonancia con ella, reafirma y ratifica la vigencia de la normativa nacional, replicada en el art. 204 de la LCT.
                 No cabe duda, entonces que la ley 13.441 es un claro ejercicio del poder de policía local regulando en materia de bienestar general y protección de la familia núcleo primario y base de la sociedad, lo que no puede cuestionarse que es responsabilidad del Estado atender.              
                 El ejercicio del poder de policía como función administrativa reglamentaria, persigue un claro objetivo de interés general, y en forma razonable limita el ejercicio de derechos constitucionales.
                 Cuadra tener presente que los derechos de las personas no son absolutos, sino que están sujetos a reglamentación legal, la que se concreta mediante el referido poder de policía, cuyo límite radica en la razonabilidad de la limitación que no puede alterar la esencia del derecho (arts.14 y 29 CN). 

                 En este sentido, el limitar la apertura de los comercios los días domingos, en modo alguno puede interpretarse que suprime el derecho de ejercer el comercio del Supermercado, que deberá arbitrar otras estrategias de acción, subordinando su interés individual a un interés superior, el interés general.
                 Un normativa diseñada con sustento en claras competencias constitucionales (arts. 20 y 23 CPSF y art.121 CN), y cuyo confesado objetivo es la protección de la familia del trabajador, que además no violenta normativa de fondo alguna –pues coincide con las prescripciones de la LCT que prohibe el trabajo a partir del día sábado a 13 hs.y los domingos (arts. 204 LCT) ni reduce la jornada legal de labor (art. 196 LCT y Ley 11.544)-, no puede ser impugnada en función de la mera conveniencia del amparista sustentada en un criterio de mera rentabilidad – cuyo perjuicio, además, ni siquiera fue demostrado.
                 La limitación que establece la ley 13.441, no traduce ninguna supresión de derecho de fondo alguna, no se suprime ni altera sustancialmente la modalidad de apertura del comercio, quien podrá arbitrar con sustento en facultades de organización empresarial, la modalidad de que los trabajadores cumplimenten su jornada de labor –que no se altera-, y paralelamente se satisface el interés público al proteger la integridad y armónico desarrollo de los vínculos familiares de ese trabajador.

                 En consecuencia, la Ley 13.441 conforma un razonable ejercicio del poder de policía local limitando en justa medida los derechos individuales y en interés general. Por ende no puede ser calificada de inconstitucional.
                 No podemos soslayar la cita que V.E. hace del caso “COTO” recientemente resuelto, en el que se ventila justamente un cuestionamiento a la ley santafesina.

                 Lejos de favorecer su postura, el fallo en cuestión permite extraer pautas que V.E. debió haber considerado, para no apartarse del criterio del Alto Tribunal.

                 Nos referimos expresamente al considerando 6°) del fallo de la Corte, en el que ésta aclara que “…el propósito perseguido por el constituyente al conferir al Poder Legislativo Nacional la atribución de dictar las leyes que se denominan de ‘derecho común’ no fue otro que el de lograr la uniformidad de las instituciones sustantivas o de fondo, salvaguardando al propio tiempo la diversidad de jurisdicciones que corresponde a un sistema federal de gobierno (Fallos 278:62)”.

                  Este claro criterio, sirve de test de constitucionalidad de la ley bajo análisis.

                  Para superarlo, basta con verificar que la norma santafesina no afecta ni los elementos esenciales del contrato de trabajo (requisito de “Fábrica Argentina de Calderas”), ni tampoco la uniformidad del criterio sentado por el legislador nacional al establecer el descanso dominical en la ley 18.204 y en el art. 204 de la LCT.

                   Y tampoco V.E. se hace cargo de la exigencia derivada del caso “COTO” donde el Alto Tribunal pondera que mediante Ley 10.787 la Provincia de Santa Fe adhirió a los principios de desregulación fijados por las normas del Decreto 2284/91, y que por ende “…la materia del pleito exige, de manera ineludible, interpretar, aplicar y establecer el alcance de dicha norma de adhesión que integra el derecho público provincial, y examinar la compatibilidad o no de las disposiciones de la ley 13.441 con aquella.”

Lo que el Alto Tribunal pone como condición de exigencia, V.E. lo soslaya, al omitir considerar el efecto de la ley 13.441 sobre la ley N° 10.787.


Es que éste y no otro era el meollo de la cuestión.


Es precisamente por este motivo por el cual la Corte Nacional se declara incompetente: porque la cuestión refiere a normas locales que deben ser interpretadas primero por los jueces locales,     


Empero, V.E. eludió inexplicablemente esta cuestión, para conducir derechamente el debate a la potestad del Congreso de la Nación sobre la materia, sin brindar ningún justificativo de la omisión.


Lo primero que debió analizar V.E. era qué efectos produce la ley 13.441 sobre la ley 10.787.


Y la conclusión no podía ser otra más que la modificación del régimen de desregulación aprobado por aquella. 


Es que si la desregulación formaba parte de un plan de emergencia enmarcado en las leyes 23.696, 23.697 y 23.928; lógico es suponer que transcurridos más de 24 años de aquellas circunstancias, bien puede la Legislatura modificar los alcances de dicha norma de adhesión, a través de una norma específica que regula ciertos aspectos del comercio interior.


Resulta dogmática y carente de todo justificativo la afirmación de V.E. en cuanto a que la regulación del comercio interior es competencia federal.


En el fallo atacado, V.E. confunde el comercio interprovincial –claramente regulado por el orden federal- y el comercio intraprovincial, sobre la cual las provincias tienen la potestad regulatoria, no delegada en el Congreso federal.


Y en lo que respecta al Decreto 2284/91, tampoco puede afirmarse dogmáticamente que importe una derogación del régimen de descanso dominical previsto en el art. 204, LCT; o en la ley 18.204.


En primer lugar, porque el art. 18 del mismo, en cuanto suprime toda restricción de horarios y días de trabajo, lo hace “sin perjuicio de los derechos individuales del trabajador”.

                          Este límite se explica en los considerandos del Decreto cuando señala que:“…Que favorecerá a la competencia y a la mejor atención al público de los comercios minoristas de expendio de mercaderías o prestadores de servicios, la eliminación de barreras que impidan la libertad horaria respetando los derechos y obligaciones que corresponden a los empleados y empleadores de acuerdo a la legislación vigente.” (el resaltado nos pertenece).

Vale decir que la desregulación de horarios se hizo en el marco de la ley, respetando los derechos del trabajador.


La jurisprudencia ha entendido así que el art. 204 de la LCT se encuentra plenamente vigente, al señalar que: “La modalidad de distribución de francos adoptada por la demandada, que los fraccionó para su goce en una jornada completa y en otra reducida parcialmente en su horario total -soslayando las treinta y cinco horas semanales de descanso- resulta contraria al régimen legal vigente.” (“Chromoy Fernando Mario c/ Playa del Sol S.A. s/ diferencias salariales”, S.C.J.B.A., rto. el 5/5/10, Cita: MJ-JU-M-55749-AR | MJJ55749 | MJJ55749).


Es que la aplicación del Decreto 2284/91 dictado en un marco excepcional de emergencia económica, no tiene el mismo grado de aplicación y vigencia en todas las actividades ni mucho menos, luego de tantos años transcurridos.


La Corte Nacional ha interpretado el Decreto 2284/91 señalando que:“Que la cuestión ha quedado resuelta con la decisión tomada por el Tribunal en los autos B.69.XXXIII. "Baca Castex, Raúl Alejo c/ C.P.A.C.F. s/ proceso de conocimiento", pronunciamiento del 1° de junio de 2000, donde quedó expresado que "en la Capital Federal, cabe destacar que en forma coincidente con la doctrina que sostiene que las autoridades locales pueden dictar leyes en ejercicio del poder de policía y estatutos conducentes a su bienestar y prosperidad, el estatuto organizativo sancionado para la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, atribuyó a la legislatura local la facultad de legislar en materia del ejercicio profesional (art. 80, inc. 2, d), y dispuso que el control de la matrícula y el ejercicio del poder disciplinario de las profesiones liberales, continuará siendo ejercido por los colegios y consejos creados por ley de la Nación hasta que la ciudad legisle sobre el particular (cláusula transitoria décimo octava)". Asimismo, se dijo que "el decreto 2284/91 -ratificado por el Congreso Nacional mediante el art.29 de la ley 24.307-, declaró el propósito de continuar el ejercicio del poder de policía para afianzar la reforma del Estado y profundizar la libertad de los mercados, con el objeto de provocar la disminución de los precios artificialmente elevados por efecto de regulaciones o monopolios legales que provocaban falta de competencia y de transparencia. Es decir, que su espíritu se orientaba a asegurar un mercado no monopólico en la oferta de servicios, en amparar los principios básicos de la libertad de comercio y eliminar las intervenciones distorsionantes, no fundadas en el respeto del interés general. Con ese espíritu debe interpretarse su art. 12 -citado en los considerandos del decreto 2293/92 como materia legislativa a reglamentar-, el cual sólo por error en la comprensión de las limitaciones a las que se refiere, puede entenderse como fundamento de actos que anulen o desnaturalicen el cumplimiento de un cometido público, cual es el de controlar el ejercicio de la profesión de abogado por un órgano que registra la matrícula.” (CSJN, “Siderman José s/ nulidad” rto. el 10/10/00, Cita: MJ-JU-M-61503-AR | MJJ61503 | MJJ61503)


Y al convalidar la vigencia de normas locales, aparentemente en pugna con el Decreto 2284/91, la Corte Nacional ha fijado un criterio que bien sirve aplicar en el presente caso:“…El estudio de la razonabilidad de las leyes en punto a su validez constitucional no puede llevarse a cabo sino en el ámbito de las previsiones en ellas contenidas y en modo alguno sobre la base de los resultados posibles de su aplicación, lo que importaría valorarlas en mérito a factores extraños a sus normas….Debe rechazarse la invocada incompatibilidad entre la normativa de desregulación de la economía establecida por el decreto nacional 2284/91 y la ley 6059 de la Provincia de Mendoza, en tanto aquélla dejó a salvo las facultades de la autoridad nacional, coincidentes con las reconocidas en la legislación impugnada (Corte Suprema de Justicia de la Nación B. 121. XXIX.;- Bodegas y Viñedos Rubino Hnos. S.A.C.I.F.A. c/ Mendoza, Provincia de s/ acción de inconstitucionalidad;- 01/11/1999;- T. 322, P. 2780).

A la luz de este principio rector, no puede interpretarse entonces que la normativa local contravenga el Decreto 2284/91, toda vez que la ley santafesina establece una regulación del comercio que resulta ser concordante con la normativa nacional en materia de descanso dominical, y deja a salvo las facultades de ésta en la materia, sin inmiscuirse en absoluto.
                      Por último, no es ocioso recordar aquí que la declaración de inconstitucionalidad de las normas comporta un acto de suma gravedad institucional, que debe ser considerado como la última ratio del orden jurídico (CSJN- Fallos: 260:153; 286:76; 288:325; 300:241; 300:1087; 301:1062; 302:457; 302:1147; 303:1708; 324:920, entre muchos otros).

                  Todo lo explicitado conduce a considerar el fallo en crisis como acto jurisdiccional inválido, al no ser una interpretación razonable del derecho.
                 b.3): Arbitrariedad Normativa: Interpretación arbitraria en cuanto a la “acumulación de procesos”:

                 Otro aspecto que agravia a mi parte y descalifica la sentencia, es que el amparista de este proceso omitió fundar su vía recursiva al fallo de Primera Instancia, contrariando la expresa carga procesal impuesta por el art.10 Ley 10.456, no obstante lo cual la Exma. Cámara le admitió el recurso y accedió a su pretensión aplicando la doctrina de la extensión subjetiva del recurso.
                 Ello así, pues en virtud de la acumulación de procesos, acumuló estos autos a los caratulados: “CASTETS Y TANINO SRL c/MUNICIPALIDAD DE RECOQNUISTA s/AMPARO”-(Expte. N° 389/15) y “FOSCHIATTI, Marcelo c/MUNICIPALIDAD DE AVELLANEDA s/AMPARO”-(Expte. N° 418/15), considerando viable la vía recursiva del amparista de autos y tomó en consideración los agravios del único amparista que fundó su vía recursiva, el representante de Castets y Tanino SRL.

                   Desde ya cabe advertir que los procesos mantienen su sustanciación procesal autónoma (fs.93) y solo se acumularon a los fines de una sentencia única. 

                  Conforme sustenta la Exma. Cámara el fundamento del instituto de la “acumulación de procesos” reside exclusivamente en la necesidad de evitar el stripitus fori (fs. 93), o sea el dictado de sentencias contradictorias cuando presentan identidad de causa.
                   Es correcto que la normativa regulatoria del amparo establece que “cuando un mismo acto lesivo afecte a varias personas, entenderá en todos los casos el Juzgado que radique el expediente más antiguo, disponiéndose la acumulación de los autos” (art. 4 Ley 10.456), y que el espíritu que inspiró a tal precepto es evitar el dictado de las aludidas sentencias contradictorias.

                     Ahora bien, solo se presentaría el supuesto de sentencias contradictorias de darse de que todas las partes lleguen al estadío de la sentencia en igualdad de condiciones, pero no cuando uno de los amparistas omite expresar agravios, lo que debe interpretarse como conformidad con la sentencia anterior.

                     Al respecto, la normativa específica del amparo contempla la aplicación supletoria de las normas del CPCC, la que establece expresamente que “la expresión de agravios deberá indicar concretamente los puntos de la sentencia con los que el recurrente está disconforme, so pena de que la omisión de este requisito pueda ser tomada por el tribunal, al decidir la causa como conformidad con las afirmaciones de hecho contenidas en aquella” (art. 365 CPCC).
                  Esta normativa ha sido interpretada pacíficamente en el sentido de que, incluso, la deficiente expresión de agravios que no comporta una razonada crítica a los aspectos de la sentencia que se recurre, acarrea la deserción del recurso y la confirmación de la sentencia recurrida (cfr. Jurisprudencia citada en “COD.PROC.CIV.Y COM.COMENTADO”-dirig.por PEYRANO-VAZQUEZ FERREYRA-T.2- pág. 145 y ss). De allí que, con mayor razón, tendrá la misma consecuencia la omisión absoluta de expresar agravios.
                   Ello así, “pues el nuevo examen del juez de segundo grado se ejercita solo en cuanto las partes lo provoquen con su gravamen; en apelación, lo mismo que en primer grado, la mirada del juez se halla limitada, por decirlo así, por la mirilla del principio dispositivo, y no está en condiciones de ver sino lo que las partes colocan dentro del campo visual contemplado desde esta estrecha abertura” (CALAMANDREI, P.-en “Apuntes sobre la reformatio in peius”-“Estudios sobre el Proceso Civil”-citado por BACARAT en “COD.PROC.CIV.Y COM.COMENTADO” ob.cit. -T.2- pág. 145 y ss).
                   De igual modo, no existe normativa alguna que ante la autonomía de sustanciación de cada proceso –solo acumulados a los fines de sentencia única- autorice a sostener que se puede “purgar” la omisión de un amparista de fundar su apelación y sanearlo con los agravios de otro.   

                  En consecuencia deviene claro que nuestro sistema procesal se alinea en el denominado “sistema de personalidad del recurso”, por lo que lo resuelto por la Exma. Cámara deviene arbitraria y desajustada a derecho.

                  En tal línea, aún acumulados los procesos a los fines de sentencia única (art. 4 Ley 10.456), dada su autonomía de tramitación y la ausencia de expresión de agravios del amparista, solo corresponde declarar desierta la vía de apelación correspondiente al mismo y confirmar la sentencia de grado a su respecto. 

                  De tal modo ninguna sentencia contradictoria se dicta, pues las circunstancias a la que llega cada amparista al fallo, son distintas.                 

                  Lo explicitado es sin perjuicio de que mi representada también impugna por vía independiente, la sentencia en cuanto admite el amparo al amparista Castets y Tanino SRL.
                           Gravedad Institucional:                           
                           Como señalaramos “supra”, sin perjuicio de entender que con lo desarrollado queda palmariamente demostrada la admisibilidad y procedencia de esta vía recursiva extraordinaria, a todo evento no puede soslayarse que la materia en debate en el “sub-judice” encuadra en un supuesto de gravedad institucional, toda vez que excede el mero interés de las partes para conmover las instituciones, o sea afectar a la comunidad en su conjunto (Cfr. CSJSF- “Medina”-AyS-108-14/17; “Roda de Romero” AyS-108-206/209; “Cavallero”-AyS-120-309/314; “Iturraspe”-AyS-110-8/12; “Cardinale” - AyS-111-403/406, citados por “SAGUES-SERRA en ob.cit. Pág. 567).
                            El primer aspecto que suscita gravedad institucional está dado por la injustificada denegatoria a la competencia contencioso administrativa, la que surge manifiesta en el “sub-examine” versando la materia en debate del legítimo ejercicio del poder de policía local.
                            En este aspecto, tiene pacífica y reiterada jurisprudencia nuestra Corte Suprema de Justicia de la Provincia en el sentido de defender su competencia cuando la controversia refiere a materia contencioso administrativa.

                            Así, con anterioridad a la sanción de la Ley 11.330 ha dicho nuestro más Alto Tribunal de Justicia: “el hecho de que una de las partes invocando que la materia en debate corresponde a la materia originaria y exclusiva de este Cuerpo, en orden a lo dispuesto en el art. 93 inc. 2 CPSF, haya solicitado pronunciamiento sobre la cuestión de competencia ….y de que su contraparte tuvo suficiente oportunidad de expedirse en esta sede sobre el punto ….basta para que el Tribunal se pronuncie al respecto, y para que disponga, en su caso, lo conducente en orden a la tutela de su competencia si esta pudiera estar afectada” (“López”-AyS-118-234; “Vaninetti”-AyS-106-141).

                            Este criterio se encuentra confirmado con la sanción de la precitada Ley provincial Nº 11.330 que “autoriza que a pedido de  cualquiera de las partes, la Corte se avoque de inmediato y disponga a ese efecto las medidas que estime necesarias para resolver la cuestión” (CSJSF- “Puig”-AyS-133-310). 

                            Desde esta línea de pensamiento, resulta manifiesta la proyección de este fallo, que excede el mero interés de las partes en conflicto, pues al detraer injustificadamente la competencia contencioso administrativa y resolver la cuestión en el ámbito ordinario, presenta un claro supuesto de gravedad institucional.

                            Otro aspecto que exterioriza la gravedad institucional latente en este proceso está manifestado porque el “sub-examine” versa sobre la regulación de aspectos que tienden al bienestar general y protección de la familia santafesina, núcleo básico de la sociedad y aspecto de incuestionable trascendencia institucional y de interés colectivo.
                            Asimismo, los aspectos regulados en la normativa en estudio refieren a todos los trabajadores de nuestra Provincia afectados a comercios y sus respectivas familias.

                           Desde esta perspectiva, la trascendencia de lo que se resuelva en el “sub-lite” repercutirá no solo entre las partes de este proceso sino en todos los hogares del ámbito de toda la Provincia.
                             De lo explicitado surge claro que la materia de este proceso desborda el marco estrictamente reservado a las partes de esta “litis” para comprometer el loable objetivo de proteger la familia y reforzar sus vínculos, propendiendo efectivamente al bienestar general, con directa incidencia en numerosos supuestos en que, como el de autos, se pretende anteponer intereses económicos individuales al interés general, por lo cual aparece nítida la causal de gravedad institucional.
                             Así las cosas, también por este contexto pretoriano existe mérito para la declaración de admisibilidad de este recurso, y pasar a entender en relación a su procedencia.-    
                        II.- DOMICILIO  LEGAL:

                              A los fines del art. 5 de la Ley 7055 constituyo domicilio legal en calle La Rioja Nº  2535 de la ciuda de Santa Fe.-

                       III.- REITERA CUESTION  FEDERAL:

                               Encontrándose en juego en el “sub-examine” los derechos de igualdad ante la ley –comprensivo del principio de congruencia-, de defensa en juicio –comprensivo del debido proceso- y sus legítimas atribuciones en materia de policía local, todos de raigambre constitucional, los que se verían conculcados ante una eventual resolución –total o parcialmente adversa-, lo que se daría en lo puntual de considerarse que la justicia ordinaria es competente para entender en esta demanda cuando la cuestión a resolver de materia y competencia contenciosa administrativa, y los principios jurídicos a ponderar y la normativa a aplicar es de derecho público, de allí la competencia es la contencioso-administrativa (Leyes 11.329 y 11.330); y/o se entienda que se presentan en el supuesto de autos los requisitos de admisibilidad del amparo cuando es patente que no se satisfacen los mismos, y que las leyes cuestionadas conforman un razonable ejercicio del poder de policía local,  por ello denuncio el caso constitucional y federal, preparando en debida forma la vía del Recurso Extraordinario incluso por Arbitrariedad de Sentencia (arts.17, 18, 23 y 31 CN;  Ley Nac.48) lo que ruego se tenga presente.

                           IV.- PETITORIO:

1. Tenga  por interpuesto, en tiempo y forma, Recurso de Inconstitucionalidad contra la sentencia de V.E. de fecha 20 de mayo 2016 (fs. 99/109vta).-

2. Previo los trámites de ley se declare admisible la vía recursiva y se eleven los autos a la Corte Suprema de Justicia de la Provincia de Santa Fe.-
3. Tenga por acompañada copia de Cédula de notificación de la sentencia recurrida que acredita la temporaneidad de este Recurso.

4. Encuadrando la sentencia recurrida en el supuesto de Arbitrariedad se anule la misma  (arts. 1 inc. 3º) y 12 Ley 7055).
5. Tenga por constituído domicilio a los fines de esta vía extraordinaria en calle La Rioja Nº 2535 de la ciuda de Santa Fe (art. 5 Ley 7055).

6. Tenga presente la reiteración de la cuestión federal a los fines del Recurso Extraordinario por ante la Corte Suprema de Justicia de la Nación (arts. 17 y 18 CN y art. 14 Ley Nacional 48).-
                                                                               SERA JUSTICIA.-
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